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Aportes al Día de Discusión General sobre el Derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad.Presentación de la Red por los Derechos de las Personas con Discapacidad―REDI― y la Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia―ACIJ―*.
La incorporación del modelo social de la discapacidad en la Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad de la ONU (CDPD) en el año 2006, conllevó que consagrara como unos de sus principios rectores a la autonomía: una de las garantías primordiales que toda persona debe tener para que pueda desarrollar su propio proyecto de vida, y elija el curso que desee darle,  sin enfrentar barreras estructurales y sin discriminación
.
Sin embargo, aúnpersiste el modelo médico o rehabilitador como enfoque rector y con un fuerte carácter hegemónico,que resulta en respuestas sociales, legislativas y políticas del tipo paternalista, institucionalizadoras y basadas en la discapacidad, y no en los derechos y potencial de la persona
. Celebramos la intervención del Comité y solicitamos que establezca pautas claras de interpretación del art. 19 sobre los puntos aquí presentados. Ello será un aporte invaluable para exigir el reconocimiento y cumplimiento del derecho a la vida independiente y a ser incluidos en la sociedad.

Artículo 19: derecho a vivir en forma independiente y a ser incluido en la comunidad
La CDPD en su artículo recoge principios derivados del movimiento de vida independiente y de desinstitucionalización; entre ellos, la autonomía personal, inherente a la dignidad de la persona. El Estado debe garantizar que las personas con discapacidad (PCD) tengan el derecho de vivir en comunidad y no en estructuras segregadas; el derecho a vivir de acuerdo con los propios deseos e intereses y no ajustado a un sistema de vida determinado; el derecho a elegir con quién vivir, cómo vivir, dónde vivir y en qué grado desean las personas con discapacidad involucrarse en la vida comunitaria; y el derecho a contar con servicios de asistencia, sistemas de apoyo y servicios comunitarios, que sean accesibles y estén disponibles.

Es fundamental considerar prioritariamente las necesidades de las PCD al garantizar el acceso a los servicios de apoyo. La falta de alternativas y apoyos a la vida en instituciones menoscaba el derecho a elegir el lugar de residencia, dónde y con quien vivir. En consecuencia, también impacta negativamente en un amplio conjunto de derechos
 también reconocidos por la CDPD que coartan el libre y pleno desarrollo de la PCD y de una sociedad inclusiva.
El artículo 19 guarda directa relación con la garantía de tomar propias decisiones y el ejercicio de la capacidad jurídica, el adecuado acceso a bienes sociales como alimentación, vestido y vivienda, la existencia a un entorno físico-comunicacional accesible, entre tantos otros derechos conexos como el trabajo y la educación: por ello, se considera a la vida en forma independiente y a ser incluido en comunidad como un derecho clave, interdependiente, que conecta de manera transversal con el resto de las disposiciones de la Convención. Solicitamos que se establezcan lineamientos sobre estas interrelaciones.
Los sistemas de apoyo incluyen no sólo lo referido a la asistencia individual de una persona con discapacidad como servicio, sino que también contempla  a los recursos y estrategias que permiten que un entorno sea plenamenteaccesible tanto física como comunicacionalmente, sobre todo cuando involucre a los servicios públicos y los establecimientosdonde se prestan.

La accesibilidad es un concepto que evoluciona y representa la plataforma para el ejercicio de otros derechos; la misma abarca la posibilidad de poder acceder o transitar sin obstáculos físicos en distintos espacios, acceder a servicios e instalaciones esenciales para la vida cercanas, como así también acceder a todo tipo de información sin barreras comunicacionales de ningún tipo, en condiciones de igualdad al resto de los usuarios. Solicitamos que se indique que la inexistencia de servicios, prestaciones, instalaciones, información inaccesible constituye un acto de discriminación
.
Tipos de apoyo
Para evitar la institucionalización y la vida independiente deben desarrollarse y garantizarse los apoyos necesarios para la vida autónoma donde prime el principio de la toma de decisión de la PCD sobre su propia vida. En Argentina no hay marco legal, programas y/o fondos destinados a desarrollar este tipo de servicios de apoyo para la vida autónoma: lo que se consigue es por vía excepcional o judicial. Es relevante un desarrollo sobre el punto para aportar una herramienta de exigibilidad desde un enfoque de derechos.
Hay dos elementos esenciales para definir los apoyos. Por un lado: desde el modelo social de la discapacidad, los servicios para la autonomía no deben partir de las características percibidas como discapacidad sino desde las restricciones que la sociedad le impone a la persona por su acción u omisión.Como medida correctiva, deben generarse herramientas para que la propia sociedad resuelva esas barreras. Por otro lado, el art. 19 exige que se contemplen diversos servicios y sistemas, y entre ellos siempre hay que considerar su implementación en función de cada persona y la posibilidad real de la PCD de elegir y decidir a qué apoyo acceder, con control de su vida y sin ser segregadas. Para esto, hay que garantizar que existan los apoyos y salvaguardas para que las PCD puedan efectivamente manifestar su decisión y esta sea atendida
.Algunas figuras recopiladas como servicios para la autonomía serían las siguientes (la enumeración no es taxativa ni deben ser excluyentes entre ellas)
:
a) Auxiliar: es una persona que asiste al usuario/a de servicios para la autonomía en funciones sencillas y que requieren nula formación específica para ser desarrollada; este trabajador suele prestar servicios de limpieza, cocina y mantenimiento del hogar y realiza gestiones sencillas.

b) Asistente domiciliario o residencial: provee el servicio dentro del marco de cubrir las necesidades básicas para las actividades de la vida diaria en el lugar de residencia de la persona con discapacidad; generalmente cubre los servicios provistos por el auxiliar y asiste en cuestiones como el baño, higiene personal, vestido y comunicación.

c) Asistente personal: presta servicios dentro y fuera del hogar o residencia, habitualmente puede cubrir algunas de las tareas de las figuras anteriores pero al seguir a la persona suele disociarse su actividad de las del auxiliar quien tiene menor o nulo acceso a ciertas esferas íntimas del usuarios. Dependiendo del impedimento construido, el asistente personal puede asistir física o comunicacionalmente a la persona con discapacidad. Interviene en cuestiones sencillas hasta otras más complejas
 y no necesariamente pertenece al círculo más íntimo de confianza de la PCD,  y si bien nada impide que lo sea, no debe confundirse con el apoyo para la toma de decisiones vinculado al artículo 12 de la CDPD, ya que este último es una persona de total y absoluta confianza de la PCD intelectual o psicosocial, en quien ésta deposita un voto y que pueda estar sujeta a salvaguardas legales más rígidas que las de un asistente personal, con quien se guarda un vínculo comercial; asimismo, es un servicio más flexible en tanto no cuenta con previsiones específicas, ya que las características son definidas por la persona en base a las barreras que vivencia de acuerdo a su entorno social.
d) Asistente personal o educativo: los procesos de educación inclusiva deben ser, necesariamente, estructurales, y la intervención pedagógica debe atender a generar condiciones de inclusión generales comprendiendo a la diversidad de individuos. El/la asistente debe ser una persona que se desempeñe como apoyo a la inclusión en cualquier nivel del sistema educativo común. Se vincula con aquellas acciones, prácticas y recursos que son complementarias a las que proporciona el docente del aula común y que contribuye a una educación inclusiva para toda la clase. Los apoyos pueden adoptar distintas formas y deberán ser personas que cuenten con los conocimientos y habilidades que en cada caso se requieran; no debe ser necesariamente profesional o tener un título habilitante. Los apoyos serán brindados en las actividades dentroy fuera del establecimiento educativo, como en el caso de salidas deportivas, culturales, educativas, etc.
e) Asistente laboral: presta similares servicios que el asistente educativo en el trabajo.

f) Asistente sexual: la asistencia sexual es una figura que se implementó en algunos países de Europa como Alemania y Holanda con distintos fines y alcances; nace como una necesidad de romper con las barreras culturales que restringen una vida sexual plena por personas con cierta discapacidad; la asistencia generó un fuerte debate social que encontró un equilibrio con la profundización del debate y el establecimientos de ciertas reglas que permitían alcanzar los objetivos del clímax sexual sin necesidad de incurrir en prácticas habitualmente asociadas al sexo; en otras circunstancias, donde el clímax sexual provocado por el asistente sexual está prohibido, este opera como un facilitador para que se dé el encuentro sexual entre dos personas que por su discapacidad se encuentran limitadas a realizarlo por sus propios medios; el debate de la asistencia sexual es un debate abierto, pero que avanza firme hacia la garantía de la práctica del sexo como un derecho humano. 
Financiamiento de los sistemas de apoyo
En primer lugar, solicitamos a este Comité que se expida sobre la prohibición de aplicar medidas de recorte presupuestario, regresivas, que impacten negativamente sobre los servicios y dispositivos de apoyo a las personas con discapacidad y que obstruyan sus oportunidades de vida independiente. Asimismo solicitamos que se indique sobre la importancia de establecer pautas presupuestarias claras que permitan hacer un seguimiento y control  por parte de organismos de control y por la sociedad civil sobre los fondos públicos que se prevén y efectivamente devengan para asegurar los sistemas de apoyo y servicios para las personas con discapacidad
.

En segundo lugar, existen diversos sistemas de financiamiento de los sistemas de apoyo
. Es relevante que este Comité se expida sobre la obligatoriedad de, en cualquier caso, reconocer una cobertura plena o progresiva, sin discriminación o que no genere cargas extra, en trámites administrativos ni en términos económicos, para las personas con discapacidad. 

Uno de los sistemas de financiamiento es el pago directo, que representa uno de los principios rectores del movimiento de vida independiente, puesto que responde a la idea de que las personas con discapacidad son quienes mejor conocen sus necesidades y por lo tanto, les corresponde a éstas determinar cuáles son los servicios que requieren para vivir de forma autónoma, de qué manera y por quién deben ser prestados dichos servicios. La Oficina de la ACNUD estableció que: “Al pagar a los usuarios y no directamente a los proveedores se contribuye a que el apoyo esté centrado en la persona y respete las preferencias de las personas con discapacidad”
.

Las empresas de servicios para la vida autónoma: existen diferentes modelos de empresas que se han implementado en el mundo. El primer modelo es la empresa que bajo una estructura jerárquica contrata a trabajadores quienes presten el servicio; el objetivo de esta empresa es maximizar los beneficios, por lo cual persigue prestar la mayor cantidad de horas de servicio al mayor precio, con la menor cantidad de trabajadores, al menor costo y a la mayor cantidad de clientes. Este modelo probó ser ineficiente, e ineficaz desde una perspectiva de derechos humanos: las contrataciones de asistentes personales se encuentran varias veces subcontratadas con fines fraudulentos y nulo control por parte del usuario.
El segundo modelo se trata de las empresas dirigidas por consumidores. Este tipo de empresas, que en los países escandinavos se organizan como cooperativas, operan como fondos comunes donde las personas con discapacidad realizan un aporte de capital –que proviene de un pago directo– y es administrado por un consejo de administración que suele estar integrado por personas con discapacidad y que se ocupa de contratar los servicios necesarios para la vida autónoma. 
El tercer modelo es el de las empresas mixtas, cuya constitución está dada en partes iguales por trabajadores y usuarios de servicios para la autonomía, quienes ejercen la co-administración y la co-conducción de la organización. Tienen como antecedente a las cooperativas solidarias italianas, donde la constitución de cooperativistas está dada por los usuarios en el control del órgano político (asamblea) y de los trabajadores en el órgano de gobierno (directorio).Este tipo de alianza ha probado ser notablemente efectiva, citándose como ejemplo a la Federación Nacional de Sordos de Colombia (FENASCOL).
Por último, se encuentran los servicios de apoyos públicos. En los países escandinavos, esta solución está dada por los municipios que cuentan con registros de prestadores de servicios para la autonomía. El usuario puede realizar el pago directo o contratar directamente de ese listado como si contratara una empresa; pierde la libertad de elección plena pero evita la responsabilidad laboral personal.
Consideramos que resulta necesario que en la Argentina, el financiamiento de los sistemas de apoyo de las PCD no quede supedito bajo la órbita medicalista de la ley 24.901

Situación en la Argentina

El nuevo Código Civil y Comercial ha incluido el tema, al tratar la capacidad jurídica, en los arts. 31 y 32. En los juicios de determinación de capacidad "debe priorizarse las alternativas terapéuticas menos restrictivas de los derechos y libertades" y en caso de personas con capacidad restringida para ciertos actos el juez debe designar apoyos. En relación con dichos actos, el juez debe designar el o los apoyos necesarios que prevé el artículo 43
, y debe especificar las funciones con los ajustes razonables en función de las necesidades y circunstancias de la persona. El o los apoyos designados deben promover la autonomía y favorecer las decisiones que respondan a las preferencias de la persona protegida.

Las medidas de apoyo tienen como función la de promover la autonomía y  también facilitar la comunicación, la comprensión y la manifestación de voluntad de la persona para el ejercicio de sus derechos. La persona interesada puede proponer al juez la designación de una o más personas de su confianza para que le presten apoyo. El juez debe evaluar los alcances de la designación y procurar la protección de la persona respecto de eventuales conflictos de intereses o influencia indebida. La resolución debe establecer la condición y la calidad de las medidas de apoyo.
Se debe avanzar teniendo presente que los apoyos son necesarios en la vida de todas las personas, no solamente en las PCD; asimismo se debe tener muy claro que el apoyo no significa la pérdida de autonomía, sino que por el contrario, esta última debe prevalecer, puesto que este es el fin de los apoyos. La decisión u opinión de un juez interviniente nunca debe ser una barrera para realizar adecuaciones que respondan directamente a las necesidades y decisión de la PCD en miras a su autonomía
.

Por otro lado, en Argentina nos encontramos con sistemas de asistencia construidos desde un modelo medicalizador que han generado distintas instancias de institucionalización de las PCD, tanto en hogares para PCD como en hospitales o clínicas psiquiátricas
.

Principalmente el fenómeno se da en el caso de las PCD psicosocial, intelectual y mental, tanto en el sector público (“hospitales”) como en el privado (“clínicas”), y específicamente en instalaciones monovalentes psiquiátricas. La situación se agrava porque, en primer lugar, en estas instancias privadas no se cuenta con controles estatales más que en las instancias de habilitación y categorización de las mismas donde se realiza una evaluación arquitectónica y cuantitativa. Es fundamental que el Comité se expida sobre la necesidad de establecer obligaciones de control y supervisión de los efectores de gestión privada
 y de mecanismos accesibles de reclamo y resolución, de acuerdo a los parámetros de un enfoque de derechos humanos. Por otro lado, no existen servicios alternativos a los asilares que garanticen una atención comunitaria, que refuerce los lazos sociales, laborales, familiares y que aseguren una vivienda digna, derecho a la recreación, etc. Esto contraviene tanto la Convención como la legislación nacional en salud mental
.
En noviembre de 2014, la CDPC a través de la ley 27.044 adquirió rango constitucional (en 2008 ya había sido ratificada por nuestro país), pero, a pesar de ello, tanto a nivel nacional como local, las políticas dirigidas a las PCD se realizan desde la óptica del modelo médico, considerando a la PCD como una receptora pasiva de cuidados profesionales en instituciones y de asistencia socio-económica. Este modelo se opone a lo establecido por la Convención, la cual consagra el respeto de la autonomía individual de la PCD, incluida la libertad de tomar las propias decisiones y su independencia (artículos 3, 12, 19 y concordantes de la CDPD).
Es necesario subrayar que muchas de las prestaciones de rehabilitación o médico asistenciales que contempla la ley de Sistema de Prestaciones Básicas en Habilitación y Rehabilitación Integral a favor de las personas con discapacidad (ley 24.901) no favorecen una vida autónoma en la comunidad de las PCD, sino que que generan y refuerzan prácticas segregadoras bajo la órbita de cuidados profesionales donde se ubica a la PCD. En oportunidad de observar al Estado Argentino
, este Comité destacó incumplimientos por parte del Estado en los puntos 16, 17 y 18, los cuales no han sido resueltos luego de cuatro años. 

A través de la Ley 26.480 se incorpora el inciso d) al artículo 39 de la Ley 24.901, que contempla entre las prestaciones complementarias la asistencia domiciliaria
. Por otro lado, la asistencia domiciliaria que establece la Ley 24.901 queda circunscripta al lugar de residencia de la persona y no ofrece los soportes necesarios en todos los aspectos de la vida diaria, dentro y fuera del hogar en cualquier lugar o momento que la persona lo necesite; este tipo de asistencia no garantiza el soporte para la vida en comunidad tal como lo estipula el artículo 19 de la CDPD.En tercer lugar, el inciso 2 del artículo 39 de la Ley 24.901 establece que quienes indican la necesidad de apoyos de una persona por parte de un asistente domiciliario, es un equipo interdisciplinario, quienes a su vez indicarán la intensidad y duración de los mismos y serán los encargados de supervisar este servicio. 
Esta norma, en ese punto, no se encuentra reglamentada. La falta de reglamentación genera fuertes barreras a su exigencia o aplicación automática por parte de las entidades obligadas, además de diferencias de criterios y modos de prestación en cada entidad obligada que obstaculizan o niegan el acceso a esta prestación a las PCD.Podemos ver como se continúan sosteniendo relaciones de poder donde la persona con discapacidad sigue siendo vista como “necesitada de la intervención de expertos”. Aunque se refiere a un equipo interdisciplinar,consideramos preocupante que se sigue sustentando en un paradigma médico de la discapacidad, donde hay un “otro” que sabe qué es lo conveniente para una persona según sus características físicas/mentales.
Las PCD siguen quedando sujetas al poder de los profesionales y son expropiadas del poder de decisión. Para que una persona pueda vivir en la comunidad en igualdad de condiciones, tal como lo estipula el artículo 19 de la CDPD, debe contener el máximo control posible sobre su propia vida.Sin embargo, por ejemplo, la modalidad establecida por la asistencia domiciliaria va claramente en contra de uno de los principios de la vida independiente que es el control sobre la propia vida
.

Asimismo, dado que la asistencia no está planteada como una prestación universal para todas las personas con discapacidad y prevé que el equipo interdisciplinario sea quien defina la necesidad de la asistencia domiciliaria, se circunscribe esta prestación a un grupo restringido de personas con discapacidad (corriendo el riesgo de que se excluya a personas según el impedimento impuesto, por ejemplo aquellos vinculados con cuestiones comunicacionales). Además, deja fuera otros ámbitos en los que las PCD requieren asistencia para una vida independiente.
Por otro lado, en Argentina se evidencia una falta de información completa, veraz y accesible sobre la situación de las personas con discapacidad, sus derechos y el efectivo acceso a los servicios y apoyos. Este escenario hace aún más invisible y vulnerable la situación de exclusión que enfrentan. Es muy frecuente que no existan datos básicos sobre las políticas, acciones y recursos destinados a tales fines, lo que dificulta el control sobre el reconocimiento que el derecho recibe en la práctica y el diseño de políticas públicas serias orientadas a hacer real su ejercicio. La intervención del Comité para poner de resalto esta vinculación y las pautas básicas y puntuales que deberían observarse al respecto representaría un aporte invaluable.

En consecuencia, solicitamos al Comité que: 
Reconociendo que los principios consagrados por el artículo 19 de la CDPD son las directrices fundamentales a seguir para poder lograr la vida independiente y la inclusión en la comunidad, es necesario que se pronuncie sobre los parámetros y lineamientos que deben orientar  las políticas públicas y las reformas legales para: 
a) Diseñar y destinar presupuesto fuera del sistema de salud para la ejecución de programas de servicios de apoyo para la vida autónoma, tomando al modelo social y los principios de la CDPD. Debe prever que existan mecanismos de identificación, seguimientos y control de la iniciativa y los fondos previstos, accesible a la sociedad civil.
b) Garantizar que todo programa que se diseñe para favorecer la vida autónoma debe contar con la participación de la propia PCD (planificación centrada en la persona) y debe estar basado en los apoyos que demande la misma para llevar adelante su plan de vida.

c) Derogar toda norma y política pública que tenga un propósito o efecto discriminatorio y sustituirla por iniciativas que reconozcan y aseguren el derecho a la vida independiente y derechos vinculantes
. 

d) Promover que la accesibilidad y los apoyos estén previstos y sean transversales a las políticas públicas en diversas materias sociales: educación, trabajo, salud, vivienda, etc.

e) Destinar partidas presupuestarias para la atención de la salud mental en la comunidad, garantizandola creación de dispositivos alternativos a la institucionalización.

f) Diseñar un plan de cierre paulatino de instituciones asilares para PCD, redirigiendo los recursos hacia dispositivos que favorezcan la vida en comunidad.
g) Reglamentar en lo inmediato la Ley 26.480 revirtiendo las falencias en relación a los principios de la vida autónoma que existen en su articulado, y consideren:
1) La participación efectiva de la propia PCD en la evaluación y definición de los apoyos necesarios, incluida la intensidad y duración de los mismos, garantizando que en dicha evaluación prime la decisión de la persona y no se centre en las funcionalidades de las misma, tomando en consideración los contextos geográficos, sociales, económicos, entre otros.
2) La libre elección del asistente por parte de la PCD.

3) La generación de las salvaguardias necesarias para que no exista abuso de poder por parte de las entidades obligadas a brindar asistencia, que son las mismas que evalúan.

4) El acceso al servicio sin discriminación por tipo de discapacidad y sin quedar circunscripto al domicilio.

5) La no restricción de las prestaciones a profesiones específicas o títulos habilitantes, sino que dependan de los requerimiento de cada caso y se definan en función de la persona.

h) Asegurar disposiciones o normativas ministeriales que faciliten la prestación de servicios de apoyo para la vida autónoma en los espacios educativos y laborales, sin costos extraordinarios. 
Como puntos complementarios, solicitamos que:

- se expida sobre la importancia y necesidad de que los Estados Partes produzcan información pública adecuada y desagregada sobre la situación de las personas con discapacidad con relación a sistemas de apoyo y servicios para la vida independiente y la inclusión en la comunidad. Por ejemplo, datos sobre sobre la disponibilidad y demanda de dispositivos comunitarios que contribuyan a la vida independiente, tipo de dispositivos comunitarios y servicios de apoyo, cantidad de personas actualmente institucionalizadas, cantidad de personas bajo un régimen de sustitución legal de la voluntad y limitante de su capacidad jurídica, información sobre las políticas públicas, programas y recursos presupuestarios que se orientan a garantizar los sistemas de apoyo a la vida independiente. 
- se expida sobre el carácter exigible y justiciable del derecho a la vida independiente y a ser incluido en la comunidad. Esto implica que este Comité reivindique la posibilidad cierta de reclamar directamente al Estado, a través de peticiones ante el Poder Ejecutivo y demandas (individuales y colectivas) ante el Poder Judicial, el cumplimiento de las obligaciones derivadas del art. 19, interpretado armónicamente con el resto de derechos y principios expuestos en la CDPD y demás tratados internacionales de derechos humanos
.

Organizaciones firmantes

· Red por los Derechos de las Personas con Discapacidad—REDI. http://redi.org/
Es una organización de derechos humanos constituida por personas con discapacidad y sus familiares que tiene por objeto promover y exigir el cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad. A tal efecto, REDI acciona política y judicialmente tomando como eje de referencia el modelo social de la discapacidad, sosteniendo el protagonismo de las personas con discapacidad en la toma de decisiones que directa o indirectamente puedan afectarlas. Fundada en 1988.
Contacto: info@redi.org.ar
Dirección: Avda. Cabildo 2720 5 D C.A.B.A.

Teléfono: 011-15 5667 0788
· Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia—ACIJ. http://acij.org.ar/
Es una organización apartidaria, sin fines de lucro, dedicada a la defensa de los derechos de los grupos más desfavorecidos de la sociedad, la erradicación de toda práctica discriminatoria y el fortalecimiento de la democracia en Argentina. El programa de Salud Mental, dentro del Área de Discapacidad y Derechos Humanos busca promover la desinstitucionalización de las personas con discapacidad psico-social y la creación y desarrollo de la red de dispositivos de salud mental comunitaria para garantizar su derecho a vivir en forma independiente y ser incluido en la comunidad.

Contacto: info@acij.org.ar
Dirección: Avda. de Mayo 1161, 5° of. 9| Buenos Aires, Argentina.

Teléfono: (54-11) 4381-2371

�Este modelo social (o de las barreras sociales) plantea un paradigma que se inscribe en el marco de los Derechos Humanos fundamentales, ya que considera que el derecho a  la no discriminación, la igualdad de oportunidades como así también la dignidad y la autonomía son prerrogativas inalienables.   


� Estos prejuicios y conceptos errados ya fueron destacados en el Estudio temático sobre el derecho de las personas con discapacidad a vivir de forma independiente y a ser incluidas en la comunidad. Informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos.Ver punto 3. A/HRC/28/37


� Ver: Aplicación de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad. Lista de cuestiones que deben abordarse al examinar el informe inicial de Argentina (CRPD/C/ARG/1) en relación con los artículos 1 a 33 de la Convención.	Puntos 6 a 9.


� Ver: “Las infraestructuras inadecuadas o inaccesibles y la lejanía son motivos comunes de discriminación de las personas con discapacidad para acceder a servicios comunitarios.” Estudio temático de la Oficina del ACNUDH(A/HRC/28/37), punto 48.


� Relación con el art. 12 de la CDPD, el igual reconocimiento ante la ley y la capacidad jurídica. “El ejercicio de la capacidad jurídica reconocido en la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad requiere que se respeten la voluntad y las preferencias de la persona, y permite el ejercicio del consentimiento libre e informado.”. Informe citado: CRPD/C/ARG/1. Punto 16. Ver, además, el punto 28 de la Observación General N°1 de este Comité.


� Destacamos la incorporación de opciones brindadas en el Estudio temático de la Oficina del ACNUDH(A/HRC/28/37) en el punto 32. Ver punto 42 sobre disponibilidad de instalaciones y servicios y su alcance al sistema educativo, al ámbito laboral y de transporte, por ejemplo.


� A modo de ejemplo: puede operar en traslados, conducir un vehículo, movilizar en un baño, entre otras actividades; en algunas oportunidades puede ayudar a tomar decisiones simples a PCD que así lo pidieran, como, por ejemplo, elegir ropa en una compra o decidir que ponerse si tiene dificultad para asociar la temperatura y tipo de abrigo


� Ver: Estudio temático sobre el derecho de las personas con discapacidad a vivir de forma independiente y a ser incluidas en la comunidad. Informe de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH).  A/HRC/28/37. Ver punto 42.


� Ver: El derecho a la autonomía de las personas con discapacidad como instrumento para la participación social. Informe de la Red por los Derechos de las Personas con Discapacidad (REDI): � HYPERLINK "http://www.redi.org.ar/Documentos/Publicaciones/Autonomia/El-derecho-a-la-autonomia-de-las-personas-con-discapacidad-como-instrumento.pdf" �http://www.redi.org.ar/Documentos/Publicaciones/Autonomia/El-derecho-a-la-autonomia-de-las-personas-con-discapacidad-como-instrumento.pdf�


� Ver: Estudio temático de la Oficina del ACNUDH(A/HRC/28/37) en el punto 38.





� Ver: Código Civil y Comercial Argentino: Sistemas de apoyo al ejercicio de la capacidad; ARTICULO 43.- “Concepto. Función. Designación. Se entiende por apoyo cualquier medida de carácter judicial o extrajudicial que facilite a la persona que lo necesite la toma de decisiones para dirigir su persona, administrar sus bienes y celebrar actos jurídicos en general.”


� Ver: Observación General N°1 de este Comité. Punto 29.


� Ver: Estudio temáticode la Oficina del ACNUDH. A/HRC/28/37. Puntos 20 a 22.


Ver: Informe sobre “Políticas de salud mental. Transparencia y análisis presupuestario. 2015”: � HYPERLINK "http://acij.org.ar/blog/2015/09/10/informe-transparencia-y-analisis-presupuestario-de-las-politicas-de-salud-mental-con-enfoque-de-derechos-by-asociacion-civil-por-la-igualdad-y-la-justicia/" �http://acij.org.ar/blog/2015/09/10/informe-transparencia-y-analisis-presupuestario-de-las-politicas-de-salud-mental-con-enfoque-de-derechos-by-asociacion-civil-por-la-igualdad-y-la-justicia/�


�Idem. Punto 26. 


� La LNSM, N° 26.657 es sistemáticamente inclumplida y no hay una red de servicios comunitarios ni una sustitución progresiva de los hospitales monovalentes, con mayor impacto negativo en la población con discapacidad y en situación de pobreza.


� Aplicación de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad. Lista de cuestiones que deben abordarse al examinar el informe inicial de Argentina (CRPD/C/ARG/1) en relación con los artículos 1 a 33 de la Convención.


�“d) Asistencia domiciliaria: Por indicación exclusiva del equipo interdisciplinario perteneciente o contratado por las entidades obligadas, las personas con discapacidad recibirán los apoyos brindados por un asistente domiciliario a fin de favorecer su vida autónoma, evitar su institucionalización o acortar los tiempos de internación. El mencionado equipo interdisciplinario evaluará los apoyos necesarios, incluyendo intensidad y duración de los mismos así como su supervisión, evaluación periódica, su reformulación, continuidad o finalización de la asistencia. El asistente domiciliario deberá contar con la capacitación específica avalada por la certificación correspondiente expedida por la autoridad competente.”


�La prestación de Asistencia Domiciliaria sigue siendo un servicio paternalista (definido por terceros), institucionalizante (por su confinamiento al domicilio)  y orientado medicamente. No hay libre elección ni control del servicio por parte de la persona con discapacidad; los servicios basados en la comunidad deben ser una alternativa a la institucionalización y quedan resueltos con cambiar de lugar el “cuidado” (de un Hogar/Centro de Día a la propia casa) cuando ello continua reforzando la segregación sustentada en la idea de incapacidad de la persona.    


� Ver: Estudio temático de la Oficina del ACNUDH(A/HRC/28/37). Punto: IV. Aplicación a nivel nacional


� Recientemente, en Argentina, se ha admitido una acción judicial para que se garantice el derecho la salud mental mediante dispositivos comunitarios alternativos, que garanticen el acceso a dichos servicios por parte de las personas en situación de ser externadas de hospitales psiquiátricos. Se ordenó al Estado Argentino a cumplir con la obligación de generar y asegurar dispositivos intermedios, previstos en la normativa nacional. Caso SCATURRO, ANDREA FABIANA Y OTROS c/ EN-M SALUD DE LA NACION Y OTROS s/AMPARO LEY 16.986 (Expte: 74516/2014). Este tipo de acciones, y su acogida por parte del Poder Judicial, constituye una herramienta relevante para exigir el reconocimiento de los derechos de las personas con discapacidad a ser incluidas en la comunidad. � HYPERLINK "http://acij.org.ar/blog/2015/07/23/acij-y-redi-solicitan-ser-parte-de-un-caso-judicial-sobre-salud-mental/" �http://acij.org.ar/blog/2015/07/23/acij-y-redi-solicitan-ser-parte-de-un-caso-judicial-sobre-salud-mental/�





